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                                                                                                           Concepto No. 5550

Bogotá, D.C., 3 de abril de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra una expresión del numeral 2 y contra el literal b) del artículo 317 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.
Demandante: ÁNGELA ROSAS VILLAMIL.

Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO
Expediente No. D-9480.
Concepto No. 5550
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró la ciudadana ÁNGELA ROSAS VILLAMIL, contra la expresión “en cualquiera de sus etapas”, contenida en el numeral 2 del artículo 317 de la Ley 1564 de 2012, y contra el literal b) del mismo numeral, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

LEY 1564 DE 2012

(Julio 12)

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

(…)

Artículo 317. Desistimiento tácito.
El desistimiento tácito se aplicará en los siguientes eventos: 
(…)
2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo de las partes. 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 
(…)
b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 
(…)
1.
Planteamientos de la demanda

La fuerza del cargo de inconstitucionalidad presentado por la demandante contra las disposiciones acusadas radica en que las mismas permiten aplicar el desistimiento tácito en cualquier etapa del proceso, incluso si el mismo cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante, lo cual, por un lado, desconoce el fin esencial del Estado de proteger los derechos adquiridos (art. 2) y, por el otro, riñe con la cosa juzgada y, en consecuencia, con la seguridad jurídica (art. 243 C.P.), toda vez que hace posible que se reabra el proceso, facultando a los funcionarios judiciales para tramitar y fallar sobre un asunto ya resuelto. 
2.
Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si las disposiciones acusadas, al permitir la aplicación del desistimiento tácito en cualquier etapa del proceso, incluso cuando ya existe sentencia ejecutoriada, desconocen el fin esencial del Estado de proteger los derechos adquiridos (art. 2) y, a su vez, riñen con la cosa juzgada (art. 243 C.P.). 
Sobre el particular el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad.
La acusación de la actora se dirige contra la aplicación del desistimiento tácito en cualquiera de las etapas del proceso, aun cuando este cuente con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante la ejecución, lo cual, en su concepto, vulnera los derechos adquiridos y desconoce la cosa juzgada. 
El desistimiento tácito es una forma de terminación anormal del proceso, que en términos generales se produce por la inactividad de la parte que lo promovió. Dicha figura busca, según la jurisprudencia constitucional, contenida, entre otras, en las sentencias C-1186-08 y C-868-10, evitar la paralización del aparato jurisdiccional en ciertos eventos; obtener la efectividad de los derechos de quienes actúan o participan en la administración de justicia; y promover la certeza jurídica de quienes actúan como partes en los procesos, en la medida en que busca que se administre pronta y cumplida justicia
El artículo 317 del Código General del Proceso, que modificó el artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, señala los eventos en los cuales se aplicará el desistimiento tácito, así:  
1. Cuando para continuar el trámite de la demanda, del llamamiento en garantía, de un incidente o de cualquiera otra actuación promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal o de un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta (30) días siguientes mediante providencia que se notificará por estado. 

Vencido dicho término sin que quien haya promovido el trámite respectivo cumpla la carga o realice el acto de parte ordenado, el juez tendrá por desistida tácitamente la respectiva actuación y así lo declarará en providencia en la que además impondrá condena en costas. 

El juez no podrá ordenar el requerimiento previsto en este numeral, para que la parte demandante inicie las diligencias de notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, cuando estén pendientes actuaciones encaminadas a consumar las medidas cautelares previas. 

2. Cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento previo. En este evento no habrá condena en costas o perjuicios a cargo de las partes. 

La norma acusada fue expedida por el Legislador en ejercicio de la facultad de configuración de los procesos judiciales, que le fue otorgada por el artículo 150, numerales 1 y 2, de la Carta Política, como una sanción para la parte que promovió el proceso, por el incumplimiento de sus cargas procesales dentro de un tiempo prolongado. En este orden, bien podía el Legislador, sin vulnerar el ordenamiento superior, disponer la aplicación del desistimiento tácito en cualquier etapa del proceso, incluso cuando ya existe sentencia ejecutoriada, sin que pueda afirmarse, como lo hace la demandante, que con ello se desconoce la garantía de los derechos adquiridos, pues, por el contrario, lo que sucede en este evento es que la parte respectiva no atendió las obligaciones a su cargo para dar cumplimiento a la sentencia y, en consecuencia, para hacer efectivos los derechos sustanciales que le fueron reconocidos en ella.
Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-868-10, manifestó lo siguiente:
La jurisprudencia constitucional ha reconocido al legislador libertad para regular aspectos como los siguientes: (…) (ii) Fijar las etapas de los diferentes procesos y determinar las formalidades y los términos que deben cumplir, dentro de ciertos límites, representados fundamentalmente en la obligación que tienen el legislador de atender los principios y fines del Estado y de velar por la vigencia de los derechos fundamentales de los ciudadanos…(v) Establecer dentro de los distintos trámites judiciales imperativos jurídicos de conducta consistentes en deberes, obligaciones y cargas procesales a las partes, al juez y aún a terceros intervinientes, ya sea para asegurar la celeridad y eficacia del trámite procesal, proteger a las mismas partes e intervinientes, o bien, para prevenir situaciones que impliquen daño o perjuicio injustificado a todos o algunos de ellos.
En efecto, en el desistimiento tácito cumplidas las condiciones previstas en el Código de Procedimiento Civil para sancionar a la parte inactiva, la consecuencia es la terminación del proceso…
Por otro lado, no ve el Despacho de qué manera las disposiciones acusadas pueden vulnerar la cosa juzgada, si lo que las mismas regulan es una modalidad de terminación del proceso y de extinción del derecho sustancial reconocido en ella por conductas atribuibles a la parte responsable de cumplir determinadas obligaciones. En el caso que nos ocupa, esto es, en el desistimiento tácito, no se vuelve a juzgar, no se abre otro proceso con identidad de partes, causa u objeto, que son los requisitos que ha señalado la ley para que opere la cosa juzgada, sino que se declara terminado un proceso, como sanción por falta de ejercicio de su titular.
Vale destacar, que sobre la Cosa Juzgada el artículo 332 del Código de Procedimiento Civil señala:
ARTÍCULO 332. COSA JUZGADA. La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada, siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, y se funde en la misma causa que el anterior, y que entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes. 

Se entiende que hay identidad jurídica de partes, cuando las del segundo proceso son sucesores mortis causa de las que figuraron en el primero o causahabientes suyos por acto entre vivos celebrado con posterioridad al registro de la demanda, si se trata de derechos sujetos a registro y al secuestro en los demás casos. 

La sentencia dictada en procesos seguidos por acción popular produce cosa juzgada erga omnes. 

Los efectos de la cosa juzgada en procesos en que se ventilen cuestiones relativas al estado civil de las personas, se regularán por lo dispuesto en el Código Civil y leyes complementarias. 

En los procesos en que se emplace a personas indeterminadas para que comparezcan como parte, la cosa juzgada surtirá efectos en relación con todas las comprendidas en el emplazamiento. 

La cosa juzgada no se opone al recurso extraordinario de revisión. 

En consecuencia, carecen de fundamento los cargos presentados por la demandante contra las disposiciones acusadas, motivo por el cual se solicitará a la Corte Constitucional declarar su exequibilidad.

4. Conclusión
En mérito de lo expuesto, la Procuradora General de la Nación (E) solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLES la expresión “en cualquiera de sus etapas”, contenida en el numeral 2 del artículo 317 de la Ley 1564 de 2012, y el literal b) del mismo numeral, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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